[bookmark: _GoBack]ANÁLISIS EN LO GENERAL DE LA PRIMERA PROPUESTA DEL PROGRAMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PROTAI 2017-2021 Y RECOMENDACIONES PARA SU RESTRUCTURACIÓN.


Mtro. José Guadalupe Luna Hernández


A. Consideraciones Previas

El 13 de abril de 2016, el Consejo Nacional de Transparencia aprobó los Lineamientos para la elaboración, ejecución y evaluación del Programa Nacional de Transparencia y Acceso a la Información (Protai), el cual, según el transitorio séptimo debe aprobarse en 2017.

El INAI encomendó la elaboración de la primera versión del programa al Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, institución académica de sólidas credenciales y que cuenta con un área de transparencia a cargo de la Dra. Issa Luna Pla.

El 17 de agosto de 2017, el INAI y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM presentaron la primera versión del Protai.

El 05 de octubre pasado, el presidente del Consejo Nacional de Transparencia presentó la primera versión del Protai. En esa sesión, la Dra. Isa Luna Pla hizo uso de la palabra para explicar su contenido. 

La falta del conocimiento previo del programa impidió que la sesión del Consejo Nacional de Transparencia permitiera analizar en lo general el programa y pedirles a los académicos más información para contextualizar algunas de las propuestas que, por genéricas, requieren de una adecuada precisión para que las observaciones y propuestas concretas sean adecuadas.  


En estos momentos, el Protai se ha remitido a las comisiones para su análisis y procesamiento de observaciones y propuestas en lo particular, no obstante lo anterior, es indispensable llamar la atención de algunos aspectos generales sobre el programa que deben discutirse y que deberían atenderse para cumplir con los propósitos y obligaciones que se derivan de la ley y de los lineamientos señalados al inicio y que no se ven reflejados en el texto de la primera versión del Protai, los que por su relevancia implicarían un posible replanteamiento del texto en su conjunto.


B. El énfasis centralista del Protai y la nula respuesta a los problemas de los eslabones más débiles de la transparencia.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública es el logro más acabado del Estado en la materia, al establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información. Su contenido nos permite tener un estándar nacional para la tutela de este derecho. 

En esa ventaja se encuentra implícita, sin embargo, su principal debilidad: la falta de equidad que resulta de la prevalencia de la visión de las instituciones federales estableciendo obligaciones que se han impuesto a todos los sujetos obligados.

a) Los Municipios de menos de 70,000 habitantes

En la Ley General de Transparencia existe una falta de equidad debido a que se trata como iguales a los desiguales; de esta manera, la Secretaría de Gobernación o la Secretaría de Hacienda del Gobierno de la República tienen las mismas obligaciones que los municipios de San Juan Tepuxitla, Oax.; Aldama, Chis.; Mixtla de Altamirano, Ver.; o Zacazonapan, Méx., por mencionar a algunos. 

Todos ellos tienen que cumplir con la publicación de obligaciones de transparencia comunes y específicas; responder, casi en los mismos plazos, las solicitudes; de ser el caso, emitir acuerdos de clasificación de la información fundando y motivando, en las reservas, aplicando la prueba de daño que, entre otros aspectos incluye hacer ejercicios de ponderación de derechos.

Podrá decirse que si bien tienen las mismas obligaciones no es en las mismas dimensiones ya que las tablas de aplicabilidad pueden ser distintas, el volumen de información no se compara, lo mismo que la cantidad de solicitudes. Lo que es cierto y no se pretende negar, pero el problema de las instancias más débiles es que carecen de lo elemental, como contar con computadora, escáner, una licencia para realizar versiones públicas de manera electrónica o acceso a internet, para realizar incluso las actividades más esenciales.

Para tratar de aminorar esta falta de equidad, el legislador federal ordinario decidió incorporar en el artículo transitorio décimo de la Ley General de Transparencia, una medida de subsidiariedad para que los municipios de 70 mil habitantes fueran apoyados por los Órganos Garantes para el cumplimiento de la publicación de las obligaciones de transparencia.

Ese mandato no fue contemplado en la Ley General de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, por lo que dichos sujetos obligados deberán atender de manera directa sus obligaciones. Excepto en el Estado de México ya que nosotros logramos, a pesar de la oposición de la Secretaría Técnica del SNT, convencer a nuestros legisladores para que incluyeran un programa de apoyo a estos municipios para la implementación de la ley.

El gran programa de la primera versión del Protai es que no incluye un apartado específico destinado al cumplimiento del transitorio décimo de la Ley General de Transparencia, lo anterior porque la visión de los académicos del país, con frecuencia, se ocupa de los “grandes problemas nacionales” y de señalar las deficiencias de los órganos garantes locales que se derivan de las debilidades de una parte importante, sino es que la mayoría, de nuestros sujetos obligados que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad estructural.

Propuesta: Es indispensable y urgente elaborar un apartado en el Protai que nos permita focalizar acciones que permitan apoyar subsidiariamente a estos municipios en el cumplimiento de sus obligaciones, entendiendo que, al hacerlo, contribuimos a atender también a los sectores de la población más vulnerable del país que es, precisamente la que los habita.


b) Las debilidades institucionales de los órganos garantes

Los órganos garantes locales somos las instancias a las que más se exige y a la que menos se apoya. Los diferentes estudios de medición que existen en la materia tratan de establecer criterios homogéneos para medir los resultados de las instituciones en la materia. 

El Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales de 2016 del INEGI, genera una serie de indicadores que el Protai retoma, entre ellos las tasas de población que conocen el derecho y lo ejercen, ni que decir los distintos estudios de la sociedad civil que aprovechan este indicador para cuestionar permanentemente nuestra labor sin matizar que del 94.4% de la población de 18 años y más que en 2016 no realizó ninguna solicitud de acceso a la información al gobierno, el 80.7% no está interesado en realizarla, y que un alto porcentaje de esa población se encuentra en ese supuesto por las condiciones estructurales de marginación, pobreza y exclusión que no sólo provocan su nulo interés en este tema sino en otros tantos de la vida pública nacional.

Pero nadie quiere reparar en que los presupuestos con los que contamos resultan insuficientes, en el caso de muchos órganos garantes para el desempeño ordinario de nuestras funciones; tampoco se señalan las acciones de “castigo” y control que ejercen algunos gobiernos sobre su órgano garante (hay que decir que incluso, en la Ciudad de México, al órgano garante no se le suministran los recursos que según la ley le corresponden) y que, incluso, los órganos con mayor fortaleza presupuestal, el presupuesto sigue siendo insuficiente para atender todas las tareas que las dos nuevas leyes generales nos han impuesto.

Y que, vinculado con el aspecto señalado en el inciso anterior, no son pocos los órganos garantes locales con mayor debilidad financiera y que son los mismos que debieran de apoyar subsidiariamente al mayor número de municipios de menos de 70 mil habitantes. Así, la debilidad institucional de estos sujetos obligados resulta común con la debilidad presupuestal de los órganos garantes.

Sobre este tema tampoco se menciona nada en el Protai, a pesar de que resulta esencial y estratégico el fortalecimiento de los órganos garantes y de que el cumplimiento de los objetivos en la materia depende de adoptar medidas para revertir las condiciones de debilidad financiera, estructural y de activos de los órganos garantes, además de generar indicadores similares a los de solicitudes por cada 1,000 habitantes pero en materia presupuestaria frente a la masa de recursos presupuestales de nuestras entidades federativas.

Propuesta: Generar indicadores sobre el ejercicio de los recursos públicos que se destinan a los órganos garantes y adoptar medidas para promover el fortalecimiento y la verdadera autonomía financiera de los órganos garantes.


c) La visión centralista en el diseño de acciones

Desde la discusión del proyecto de Lineamientos para la elaboración, ejecución y evaluación del Programa Nacional de Transparencia y Acceso a la Información apreciamos una serie de disposiciones que afectaban la autonomía de los órganos locales y supeditaban nuestra operación ordinaria a decisiones de un funcionario que no es autoridad en el sistema sino solamente un auxiliar del mismo.

En el caso de la primera versión del Protai aparecen dispersas, algunas propuestas que van en ese sentido y que son contrarias incluso, a la Ley General. Se presentan algunos ejemplos:

En el apartado “6. Responsable: Inai” en las diferentes líneas de acción se incluye el “Impulsar la tutela efectiva del derecho de acceso a la información (lo mismo en datos generales) en las entidades federativas mediante el procedimiento de facultad de atracción de recursos de revisión de los organismos garantes de las entidades federativas”, dando a entender que cuando los órganos garantes locales no seamos capaces de esta “tutela efectiva” se ejerza dicha facultad. 

Nada más contrario a la ley. El recurso de atracción de basa en los asuntos de “interés y trascendencia”, según el art. 181 de la Ley General de Transparencia, puede ser detonado a instancia del propio órgano garante local, siguiendo el modelo del recurso prejudicial europeo o de revisión de constitucionalidad que se aplica en ciertos países, como en Italia, y no como consecuencia de una tutela inefectiva de los órganos garantes locales. 

En todo caso, para corregir las deficiencias de los órganos garantes en la tutela de los derechos, existe el recurso de inconformidad ante el INAI, que es distinto a la facultad de atracción y que también se encuentra acotado por la Ley a supuestos muy concretos o el juicio de amparo.

Por esta razón, lo que este tipo de líneas de acción representa es una visión centralista que afecta la autonomía de los órganos garantes locales.

Más inoportuno es incluso la línea de acción asignada al Inai para impulsar la construcción de un indicador que permita medir la eficiencia y eficacia de la gestión de los Plenos de los Organismos Garantes, que ignora que nosotros somos responsables ante las Legislaturas de nuestros estados, no ante el INAI.

Propuesta: Corregir estos apartados y alinearlos al contenido de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública procurando el debido respeto a la autonomía de los órganos garantes locales.


C. Estructura repetitiva del Protai

Esta primera versión del Protai se estructura a partir de secciones que de la 4 a la 6 se organizan por instituciones (órganos garantes, integrantes federales del SNT e INAI), en cada sección se incluyen cinco ejes temáticos (Ejercicio del DAI; Protección de Datos Personales; Archivo y Gestión Documental; Rendición de Cuentas; Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva), lo que provoca que el contenido de cada sección sea repetitivo al reproducir sistemáticamente los mismos conceptos en los sub apartados comunes (Anexo I “Repeticiones en el Protai”).

Así como la repetición innecesaria de normas y datos en las resoluciones que emitimos genera una restricción indirecta que afecta la calidad de accesibilidad de la información, lo mismo ocurre con esta versión del Protai.

Analizando sólo las denominaciones, diagnósticos, problemática, estrategias y ejes transversales se encuentra que sólo hay cinco conceptos de diagnóstico que varían entre los tres tipos de instituciones (todos ellos corresponden al Inai); cinco conceptos de diagnóstico sólo son comunes entre los órganos garantes locales y las entidades federales integrantes del SNT y otros dos entre estos últimos y el Inai. Pero 18 de los conceptos de diagnóstico son iguales o con muy ligeras diferencias relacionadas con el nombre del tipo de institución.

 Lo descrito como problemática, estrategias y ejes transversales es literalmente idéntico en las tres secciones. Si comparamos el contenido de los objetivos estratégicos las repeticiones se incrementan.

Propuesta: Estructurar el programa como lo señalan los Lineamientos para la elaboración, ejecución y evaluación del Programa Nacional de Transparencia y Acceso a la Información (Protai) a partir de los ejes temáticos y dividir, dentro de cada eje, las líneas de acción que corresponden a cada tipo de responsable.


D. Confusión en la naturaleza de los objetivos estratégicos y las líneas de acción

Como se señala en la propia primera versión del Protai que se analiza, este es un instrumento rector para fortalecer el cumplimiento normativo, la difusión, la capacitación, la profesionalización y los procedimientos institucionales de la garantía progresiva del DAI, pero desde el punto de vista de las acciones que estas instituciones deben hacer como integrantes del Sistema Nacional, es decir, como instancia de coordinación y evaluación de las acciones relativas a la política pública de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales. 

La perspectiva debe de ser desde el punto de vista del sistema que dirige estas materias en el país y no como uno más del resto de los sujetos obligados. Los objetivos y las líneas de acción deben definir tareas que cada parte del sistema debe realizar para promover que todos los sujetos obligados cumplan de mejor manera con sus obligaciones.

Sin embargo, son múltiples los objetivos y líneas de acción que se relacionan más con la condición de sujetos obligados de estas instituciones lo que desvaloriza al propio Protai ya que si bien puede ser un gran logro que cada órgano garante o el Inai cuente con un adecuado sistema institucional de archivos, pero resulta una enorme pérdida que el programa no contemple qué se debe de hacer para que el resto de los sujetos obligados lo tengan, cuando el principal problema que enfrentamos en la tutela del DAI se encuentra en la deficiente gestión documental de los sujetos obligados y no en nosotros.

Estas inconsistencias son más evidentes cuando apreciamos que, en materia de archivo se propone como líneas de acción, a las entidades federales integrantes del SNT, entre ellas el Archivo General de la Nación, lo siguiente:

· Implementar un sistema institucional de archivos y procedimientos para la efectiva gestión documental (como integrantes del SNT).
· Implementar un programa de preservación documental digital (como integrantes del SNT).
· Contar con un responsable de archivos y un responsable de baja documental (como integrantes del SNT).
· Contar con un plan de actividades y presupuesto definido para el cumplimiento de la normatividad en la materia (como integrantes del SNT).
· Implementar un programa permanente de capacitación de servidores públicos sobre la sistematización y conservación de los archivos (como integrantes del SNT).
· Implementar un programa permanente de profesionalización sobre la sistematización y conservación de los archivos (como integrantes del SNT).
· Implementar un plan de desarrollo de las estrategias, objetivos y metas en la materia orientado por Sistema Nacional de Archivos (como integrantes del SNT).

 Cuando todo eso ya lo hace el AGN y cuando la ASF y el INEGI tienen sólidos desarrollos en la materia.

Propuesta: Modificar la redacción de los objetivos estratégicos y lineas de acción con la finalidad de que no parezca que nuestro interés es mejorar el desempeño de los integrantes del SNT como Sujetos Obligados sino el interés de adoptar acciones para que todos  sujetos obligados implementen la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

E. Lugares comunes y pocas aportaciones reales para atender los retos sustantivos del SNT

La mayoría de los estudios y el propio diagnóstico hacen referencia a la necesidad impostergable de tomar medidas concretas para favorecer el acceso a la información y la protección de datos personales de los grupos vulnerables. Esa es una realidad incuestionable y una tarea de primera importancia.

Sin embargo, en la versión del Protai que analizamos no pasamos de los lugares comunes y las repeticiones como las que ya se han señalado en el apartado “B. Estructura repetitiva del Protai”. 

En las secciones 4 a la 6 del proyecto de Protai, que corresponden a los responsables: órganos garantes, integrantes federales del SNT e INAI; en cada sección se incluyen cinco ejes temáticos (Ejercicio del DAI; Protección de Datos Personales; Archivo y Gestión Documental; Rendición de Cuentas; Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva) con sus respectivos objetivos estratégicos y líneas de acción. 

En esta parte hay 13 referencias al concepto “vulnerabilidad” que si contrastamos entre los tres tipos de responsables veremos que, descartando las repeticiones, las menciones terminan sólo en siete referencias, todas ellas genéricas, que poco hacen para promover acciones efectivas en este sentido.

Dos objetivos estratégicos son iguales para los tres tipos de entidades gubernamentales; uno que corresponde sólo al INAI y uno que sólo involucra a los órganos garantes locales. 

[bookmark: _Hlk496399606]Una línea de acción es común para los tres, una la comparten el INAI y los órganos garantes locales y otra corresponde sólo al INAI (lo que puede apreciarse en el Anexo 2 “Comparativo de objetivos estratégicos y líneas de acción con referencias a grupos vulnerables”).

Propuesta: Requerir a la Institución académica contratada para elaborar la primera versión del Protai, la generación de una serie de objetivos estratégicos y líneas de acción reales, concretas, verificables, para conseguir el objetivo fundamental: incrementar el acceso a información y a la protección de datos personales de grupos en condiciones de vulnerabilidad.




F. Indicadores

El Protai propone, en sus distintas secciones, 38 indicadores para verificar y medir su ejecución con el siguiente origen:

· 11 se derivan del Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, CNTAIP, 2016.

· 1 se deriva del Diagnóstico Institucional de Sujetos Obligados ante la Promulgación de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (proceso de aprobación), 2017.

· 3 se derivan de la Encuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, ENAID, 2016.

· 2 se derivan de la Métrica de Gobierno Abierto, 2016.

· 2 se derivan del Índice Nacional de los Órganos Garantes del Derecho de Acceso a la Información (INOGDAI), 2014.

· 2 se derivan de Ríos Cázares, Alejandra, Carmen Castañeda y Adriana García. 2017. Transparencia. Diagnóstico Institucional, CIDE, 2016.

· 7 se derivan de los Cuestionarios de diagnóstico del Programa Nacional de Transparencia PROTAI, 2016.

· 1 se deriva del Informe Anual 2016 de la Comisión Permanente de Capacitación y Cultura de la Transparencia, Sistema Nacional de Transparencia

· 38 son propuestas de los autores del proyecto inicial del Protai.

· 2 carecen de referencias.

· Proceso de elaboración de los indicadores


Vale la pena señalar que, en primer lugar, la definición de los indicadores no siguió el procedimiento que establecen los Lineamientos para la elaboración, ejecución y evaluación del Programa Nacional de Transparencia y Acceso a la Información (Protai) que refieren lo siguiente:

Octavo. Las atribuciones del Secretario Ejecutivo son las siguientes: 

I. al III. 
IV. Coordinar la elaboración de estrategias, objetivos, líneas de acción, actividades, indicadores y metas del Programa Nacional con la participación de las Comisiones ordinarias, los Organismos Garantes de las entidades federativas y los Integrantes Federales del Sistema Nacional y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen los integrantes de dicho Sistema;

…

Noveno. A los organismos garantes les corresponde: 
I. al  IV. …

V. Participar en el diseño de los indicadores que sirvan para la evaluación del Programa Nacional, por medio del proceso de seguimiento que lleve a cabo la Comisión de Indicadores, Evaluación e Investigación del Sistema Nacional.

Décimo. Los Integrantes Federales deberán:

 I. al II. …

III. Participar en el diseño de los indicadores que sirvan para la evaluación del Programa Nacional, por medio del proceso de seguimiento que lleve a cabo la Comisión de Indicadores, Evaluación e Investigación;

Los organismos garantes no son ni las comisiones ni los comisionados actuando individualmente en ellas, sino los plenos. En todo este procedimiento, la generación de indicadores debe de pasar por la discusión en los plenos y su procesamiento en la Comisión de Indicadores, Evaluación e Investigación, lo que hasta ahora no se ha propuesto.

a) Integración de los indicadores

1. Inconsistencias por el uso de un indicador previamente existente pero no compatible

Sobre el contenido de los indicadores propuestos es necesario realizar una revisión profunda de ellos ya que presentan diversas inconsistencias derivadas del interés de utilizar algún tema contenido en un indicador que se aplica sólo a un tipo de institución y que se pretende trasladar a otras sin construir un indicador que refleje un impacto significativo en estas tareas:





	Organismos Garantes
	Integrantes Federales del SNT
	INAI

	4.1 Eje temático: Derecho de acceso a la información
	[bookmark: RANGE!B3]5.1 Eje temático: Derecho de acceso a la información
	[bookmark: RANGE!C3]6.1 Eje temático: Derecho de acceso a la información

	Porcentaje de los organismos garantes que cuenta con proyectos de derecho de acceso a la información y protección de datos personales dirigidos a población en situación de vulnerabilidad (Índice Nacional de los Órganos Garantes del Derecho de Acceso a la Información, Artículo 19 y México Infórmate, 2016).
	Número de integrantes federales del SNT que han implementado programas de difusión del derecho de acceso a la información pública incluyendo sectores en situación de vulnerabilidad (propuesta).
	Número de programas de difusión del derecho de acceso a la información pública incluyendo sectores en situación de vulnerabilidad (propuesta).



En este caso, a nivel órganos garantes el indicador se integra con un porcentaje, a nivel de instituciones federales se propone medir por número de instituciones y al INAI a partir del número de programa como si mejor fuera el resultado según se instrumenten más programas. En esta materia lo sustantivo es conocer 1) si se instrumentan proyectos y 2) el impacto en la población de esos proyectos.










	4.2 Eje temático: Protección de datos personales
	[bookmark: RANGE!B11]5.2 Eje temático: Protección de datos personales
	[bookmark: RANGE!C11]6.2 Eje temático: Protección de datos personales

	Porcentaje de los organismos garantes que cuenta con áreas a cargo de instrumentar y vigilar la implementación de la política de protección de datos al exterior (Diagnóstico Institucional de Sujetos Obligados ante la Promulgación de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, CIDE-INAI, publicación pendiente).
	Número de integrantes federales del SNT que cuentan con áreas a cargo de instrumentar y vigilar la implementación de la política de protección de datos (propuesta).
	Cuenta con área a cargo de instrumentar y vigilar la implementación de la política de protección de datos al exterior (propuesta).



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje de instituciones, en el caso de los órganos garantes; el número para el caso de las entidades federales, y para el INAI sólo si tiene o no áreas para instrumentar y vigilar la implementación de la política de protección de datos al exterior.







	4.5 Eje temático: Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva
	5.5 Eje temático: Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva
	6.5 Eje temático: Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva

	Porcentaje de organismos garantes que aplican criterios de seguimiento y evaluación de las acciones de Gobierno Abierto.
	Establecimiento de criterios de seguimiento y evaluación de las acciones de Gobierno Abierto (propuesta).
	Establecimiento de criterios de seguimiento y evaluación de las acciones de Gobierno Abierto (propuesta).



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje, en el caso de los órganos garantes; y para el caso de las entidades federales y el INAI sólo si establecen o no criterios de seguimiento y evaluación.

	Porcentaje de organismos garantes que publican información de manera proactiva dirigida a sectores en estado de vulnerabilidad (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016) 
	Número de integrantes del SNT que cuentan con criterios para seleccionar los medios de difusión de la información que genera (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016).
	Porcentaje de avance en la publicación información de manera proactiva dirigida a sectores en estado de vulnerabilidad (propuesta)



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje de instituciones, en el caso de los órganos garantes; número de instituciones para el caso de las entidades federales, y el INAI el porcentaje de avance de sus publicaciones sin una referencia objetiva del total sobre el cual se determinan las proporciones.


	Porcentaje de organismos garantes que cuentan con criterios de selección de medios de difusión de la información (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016) 
	Número de integrantes del SNT que cuentan con procedimientos para detectar necesidades y obstáculos de uso de información de su población objetivo o potencial (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016).
	Cuenta con criterios para seleccionar los medios de difusión de la información que genera (propuesta)



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje de instituciones, en el caso de los órganos garantes; el número para el caso de las entidades federales, y para el INAI sólo si tiene o no criterios para seleccionar los medios de difusión.

	Porcentaje de organismos garantes que aplican procesos de verificación de las políticas de transparencia proactiva (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016) 
	Establecimiento de criterios de verificación de las políticas de transparencia proactiva (propuesta)
	Establecimiento de criterios de verificación de las políticas de transparencia proactiva (propuesta)



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje de instituciones, en el caso de los órganos garantes; y para el caso de las entidades federales, y el INAI sólo si establecen o no criterios de verificación de las políticas de transparencia proactiva.


	Porcentaje de organismos garantes que cuentan con procedimientos para detectar necesidades y obstáculos de uso de información de su población objetivo o potencial (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos, INEGI-INAI, 2016) 
	
	Cuenta con procedimientos para detectar necesidades y obstáculos de uso de información de su población objetivo o potencial (propuesta)



Este indicador tendría como unidad de medida el porcentaje de instituciones, en el caso de los órganos garantes; y para el caso del INAI sólo si cuenta o no con procedimientos para detectar necesidades y obstáculos.











2. Indicadores obsoletos

Hay indicadores que son obsoletos por la existencia de la plataforma nacional, por ejemplo:

Organismos Garantes
4.1 Eje temático: Derecho de acceso a la información
Porcentaje de los organismos garantes que cuenta con sistemas informáticos para las solicitudes de acceso (Censo Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales Estatal, INEGI, 2016).


3. Indicadores que reflejarían nuestros resultados como sujetos obligados dejando al margen de la medición al resto de sujetos obligados

Otros indicadores describirían el comportamiento de las instituciones pero en su condición de sujetos obligados, por ejemplo, todos los indicadores en materia de archivo, sin embargo, carecen de relevancia para el conjunto de la materia ya que sólo reflejaría que los integrantes del sistema cumplen con esta normatividad cuando lo importante es saber si el grueso de los sujetos obligados lo hace, sobre todo si consideramos que los integrantes del sistema no son los actores que generan mayor información pública ni la que con más frecuencia buscan las personas (ver anexo 3 “Comparativo de Indicadores”).


4. Inconsistencias en los indicadores propuestos como de nueva creación

De los 38 indicadores que se propone crear, 11 se calificarían con un si o un no se implementa lo propuesto; 17 al número de entidades federales que realizan la actividad; 1 al porcentaje de instituciones que realizan la actividad; y, 8 a porcentajes de implementación de una acción, sin que exista certeza del total sobre el cual se deberá calcular dicho porcentaje.

Propuesta: Además de corregir las inconsistencias evidentes que se aprecian, valdría la pena considerar lo que el INEGI plantea en sus Estadísticas sobre transparencia y acceso a la información en México al señalar que “el INEGI, en coordinación con las Unidades del Estado pertinentes, está trabajando en definir y elaborar indicadores en materia de transparencia y acceso a la información con el objetivo de proporcionar al Estado Mexicano y a la sociedad en general, información indispensable para el diseño, seguimiento y evaluación de políticas públicas en esta materia”.[footnoteRef:1]  [1:  INEGI. Estadísticas sobre transparencia y acceso a la información en México. 2017. Pág. 52.] 



G. Datos Personales

Si bien los Lineamientos para la elaboración, ejecución y evaluación del Programa Nacional de Transparencia y Acceso a la Información (Protai) incluyen como Eje Temático la Protección de Datos Personales, es necesario considerar el mandato para generar un Programa Nacional en la materia y la reciente aprobación de los Lineamientos para su elaboración, ejecución y evaluación. Por lo que valdría la pena valorar la posibilidad de reformar los lineamientos del Protai y trasladar al PRONADATOS estos contenidos.


H. Estilo y redacción

En esta primera propuesta hay que considerar algunos aspectos esenciales de estilo y redacción.

Poco afortunado es tratar de definir algo a partir de señalar lo que no es, ya que este segundo aspecto abarcaría un sinfín de posibilidades universalmente ilimitado con la excepción de una sola posibilidad: lo que se es. Tan es así que del párrafo propuesto bajo este concepto lo único relevante es la idea: “El protai no implica obligaciones adicionales…” la que perfectamente puede ubicarse en cualquier otra sección y prescindir de esta figura retórica. 

En los distintos diagnósticos que se incluyen en el Protai se insiste en la falta de sistemas y procedimientos para la gestión de las solicitudes y recursos, tanto en materia de acceso a la información como a la protección de datos personales. Dichas afirmaciones deben matizarse ya que, contrario a lo señalado, las dos leyes generales de las materias establecen los procedimientos para su gestión y la Plataforma Nacional provee de los sistemas para ello, quizá a lo que se refieren los autores de esta primera versión es a enfatizar que de lo que se trata es de la gestión interna pero de las solicitudes, en cuyo caso el universo de instituciones a aplicar estas acciones no son los integrantes del Sistema sino todos los Sujetos Obligados.
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